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Resumen 
“...cuando la democracia deja de ser 

una garantía de la libertad individual, 

puede muy bien persistir ésta en 

alguna forma bajo un régimen totalitario”.
Friedrich Hayek
La emergencia de la matriz gubernamental neoliberal en Nuestramérica, que se impone a través de elecciones, golpes de Estado o por medio de desestabilización social, económica y mediática de gobiernos populares, nos obliga a desenmarañar procesos políticos, económicos, sociales, culturales y epistemológicos complejos. 

Entre las expresiones más claras de dichos procesos podemos contar el exponencial incremento del delito económico organizado, la expoliación de derechos sociales, la creciente precarización de trabajadores y trabajadoras, y el aumento inusitado de la violencia ejercida por las fuerzas represivas del Estado, como única respuesta para morigerar el conflicto social que con frecuencia acompaña la imposición de un modelo de concentración económica y avasallamiento social. La razón neoliberal de gobierno obliga a analizar en conjunto lo que suele aparecer disperso: violencia de Estado y programa económico.

Por ello, advertir la empresa como forma de subjetivación y la competencia como matriz de las relaciones sociales, es ineludible a la hora de pensar e intervenir nuestro presente. En este marco, proponemos trabajar colectivamente una serie de políticas y de prácticas a través de las cuales podemos dilucidar las racionalidades que dan cuenta de los procesos de neoliberalización actualmente en curso.
Propuesta
A partir de lo esbozado anteriormente, en primer lugar, se retoman los desarrollos que conceptualizan al neoliberalismo como una normatividad práctica que oficia de regulador y ordenador de lo social. Normatividad y racionalidad política anclada en la competencia como modo de comportamiento y en la empresa como modo de subjetivación. 

Tras ello, en segundo lugar, se presentan algunas claves de lectura que permiten interpretar a la violencia institucional como práctica consustancial al funcionamiento del neoliberalismo. En ese sentido, su desenvolvimiento como disciplinador social y como individualizador/disrruptor de las solidaridades colectivas. 

En tercer lugar, se presentan las transformaciones que, en materia de educación pública, la Alianza Cambiemos, en nuestro presente, viene propiciando desde su llegada al gobierno nacional junto a los grandes medios empresarios. Finalmente, se sistematizan los puntos trabajados y se plantea un conjunto de reflexiones finales. 

El neoliberalismo como forma de existencia
Según Dardot y Laval (2013), desde finales de 1970 y principios de 1980, el neoliberalismo ha sido interpretado como una ideología y una política económica inspirada en ella. El núcleo duro de tal ideología sería el entendimiento del mercado como una realidad natural, de cuya actuación se derivarían el equilibrio, la estabilidad y el crecimiento. En este esquema, toda intervención estatal sólo podría perturbar el curso espontáneo del mercado, por lo cual habría que fomentar una actitud abstencionista al respecto. 

Sin desconocer la difusión que esta ideología ha tenido, alimentando las políticas económicas de gobiernos como el de Margaret Thatcher o Ronald Reagan, los autores sugieren no confundir la representación ideológica que acompaña la instauración de políticas neoliberales con la normatividad práctica que caracteriza al neoliberalismo. Ésta última se asienta en la capacidad, no sólo de destruir derechos, instituciones, reglamentaciones, sino más bien en su eficacia para producir cierto tipo de relaciones sociales, ciertas maneras de vivir, ciertas subjetividades.

El neoliberalismo, por tanto, define una norma de vida en las sociedades occidentales, “…norma que obliga a cada uno a vivir en un universo de competición generalizada, impone tanto a los asalariados como a las poblaciones que entren en una lucha económica unos con otros, sujeta las relaciones sociales al modelo del mercado, empuja a justificar desigualdades cada vez mayores, transforma también al individuo, que en adelante es llamado a concebirse y a conducirse como una empresa” (Dardot y Laval, 2013:14). Lejos de limitarse a la esfera económica -sostienen los autores-, tiende a “hacer mundo”. 

Aun cuando determinada política económica neoliberal se encuentre en retroceso, aun cuando determinados principios se encuentren en franco descrédito, el neoliberalismo sigue estando a nuestro alrededor, sigue oficiando como regulador y ordenador de lo social. ¿Por qué? Al ser una normatividad práctica, se trata de un sistema normativo que ha logrado hacerse carne en nuestros cuerpos, un sistema normativo que orienta la práctica de los gobiernos, de las organizaciones y de nosotros mismos. Lo cual es asfixiante, porque no basta decidir ser o no ser neoliberal, sino que estamos atravesados por ello. 
Para decirlo en otros términos, el neoliberalismo no sólo destruye -destruye solidaridades, destruye resistencias, destruye lazo social, destruye Estado-, sino que también produce, sobre todo produce. ¿Qué produce? Produce sociedad (un tipo específico de sociedad), produce relaciones sociales, produce Estado, produce subjetividades y produce algo a lo que nos referiremos en un momento, libertad. Entonces, cuando hablamos de neoliberalismo estamos hablando de los modos mismos de nuestra existencia.
De esta manera, pensamos al neoliberalismo como una racionalidad política, lo que nos permite dar cuenta de la práctica de los gobernantes y también de los gobernados. Se trata de una racionalidad anclada en dos ejes que organizan las prácticas (modos de hacer, modos de decir, modos de pensar): la competencia como modo de comportamiento y la empresa como modo de subjetivación. Transformar a hombres y mujeres en empresas, empresarios de sí, emprendedores, todo el emprendedurismo y sus derivados. Hacerlo implica asumir una forma de comportamiento que es la competencia o, como el propio Hayek la llama de manera más amable, la libre concurrencia. Cambia el sujeto (no somos ciudadanos, no somos trabajadores, somos empresas) y cambia el lazo social (no somos solidarios, somos competitivos).  
Tal vez la competencia y la sociedad de individuos que ella produce no se opongan a la solidaridad. La solidaridad a secas, en abstracto, se refiere a algo transhistórico, fuera de las relaciones sociales históricas y políticas. De esta manera, la competencia se opone a la solidaridad propia de los Estados de Bienestar, a un sujeto social inscripto en protecciones colectivas. La competencia produce una solidaridad fragmentada (de proximidad) e irregular (es el problema que interpela y la otredad lo que la producen). Rompe esa solidaridad de clases y social, más sólida y constante. 

Pongamos por caso la exitosa frase de Margaret Thatcher: “La sociedad no existe, lo que existe son los individuos”. Con ello, se inaugura un nuevo régimen de veridicción que pone toda experiencia colectiva, toda protección colectiva, toda práctica colectiva, bajo un tremendo manto de duda, cuando no se la tilda de totalitarismo. No existe lo social, no existe cuerpo colectivo que deba cuidarse, sólo existen individuos. El principio de desciframiento es el individuo, principio de veridicción, lo que demarca lo verdadero de lo falso. De aquí en más, todo sistema de protección que no sea individual es falso, equivocado, condenado al fracaso y, además, totalitario por subyugar la entidad individual. 

Esto nos permite poner en juego dos racionalidades políticas diferentes, una welfarista y otra neoliberal: en una la sociedad es el objeto a proteger, en la otra lo es el individuo; en aquélla, a través de sistemas de seguridad social, protección colectiva al trabajo, sistemas de educación pública, de salud pública, de vivienda pública; en esta otra, el sistema es individual, de capitalización individual. Por lo tanto, en este sistema, nuestros éxitos y, desde luego, nuestra pobreza es pura y exclusiva responsabilidad de nosotros mismos. 
Así, la razón welfarista asume que la sociedad es la “responsable” de las contingencias negativas que las actividades sociales o económicas comportan a los individuos (como accidentes, enfermedades, etc.). Pues en este marco el individuo emerge de su inscripción por Derecho a una categoría social.  Por el contrario, la razón neoliberal opera un desplazamiento: el pasaje de la lógica de la protección social (del individuo) a la lógica aseguradora (de y frente al individuo). Así, recae sobre el individuo la responsabilidad de sus acciones y de los posibles accidentes que se le presenten (Merklen, 2013). Dice Mises: “Cada uno tiene la libertad de cambiar su ‘status’. Esta es la diferencia entre el sistema de ‘status’ y el sistema capitalista de libertad económica, en el cual cada uno puede echarse la culpa sólo a sí mismo si no alcanza la posición a la que desea llegar” (2002:19).
En esta propuesta de abordaje, el neoliberalismo es la razón del capitalismo contemporáneo, ante todo, una racionalidad que organiza y estructura no sólo la acción de los gobernantes sino también la conducta de los gobernados. Su característica principal es, como ya hemos dicho, la generalización de la competencia como norma de conducta y la promoción de la empresa como modelo de subjetivación. 
Comprender al neoliberalismo como una mutación en el “arte de gobernar”, como propone Foucault (2007), supone entenderlo como un conjunto de saberes, tecnologías y prácticas que despliegan una racionalidad de nuevo tipo que no puede pensarse sólo impulsada desde las estructuras institucionales. Pues la apuesta es por el despliegue de una serie de dispositivos destinados a la producción del individuo en sí. 

La innovación radical del neoliberalismo es que se trata de una forma de gobernar por medio del impulso a las libertades: “Lo que a primera vista parece una contradicción, se vuelve una forma sofisticada, novedosa y compleja de enhebrar, de manera a la vez íntima e institucional, una serie de tecnologías, procedimientos y afectos que impulsan la iniciativa libre, la autoempresarialidad, la autogestión y, también, la responsabilidad sobre sí” (Gago, 2014:10). En este punto, el neoliberalismo modula subjetividades y se vuelve una dinámica inmanente: procura comprometer a cada persona para que se asuma al mismo tiempo como agente “activo” y “responsable” de invertir en su futuro y de asegurarse contra los avatares de la existencia. 

“Desde abajo”, el neoliberalismo es la proliferación de modos de vida que reorganizan las nociones de libertad, cálculo y obediencia, proyectando una nueva racionalidad y afectividad colectiva. Mientras que “desde arriba” da cuenta de una modificación del régimen de acumulación global -nuevas estrategias de corporaciones, agencias y gobiernos- que induce a una mutación en las instituciones estatal-nacionales. En este sentido, el neoliberalismo es una fase (y no un mero matiz) del capitalismo (Gago, 2014:10).

El Estado, en este marco, aparece como instancia de relevo y como co-productor de la normatividad que el neoliberalismo impulsa. Torna programáticos sus principios, a partir de un conjunto de discursos, prácticas y dispositivos. Funciona, simultáneamente, como punto de apoyo del neoliberalismo a partir del despliegue de un conjunto de tecnologías que son consustanciales a su funcionamiento: el ejercicio de una multiplicidad de violencias.
Violencia de Estado y programa económico
Según Naomi Klein (2011), América del Sur fue la cuna del capitalismo contemporáneo, que ella denomina “capitalismo del desastre”. Afirma que las dictaduras cívico-militares que se impusieron en nuestros países durante la década del ‘70 jugaron un papel central en la eliminación de todo obstáculo -político, cultural y económico- para la imposición del nuevo orden.

La autora muestra cómo Chile fue el primer “experimento neoliberal” en Latinoamérica, combinando la feroz dictadura militar encabezada por Pinochet en 1973, con las recetas ortodoxas de la Escuela de Chicago liderada por el propio Friedman. Es lo que Silva (1993) ha denominado ajuste neoliberal radical para el caso chileno.

En 1971 en Bolivia el gobierno de Juan José Torres es derrocado por Banzer, inaugurando una larga e impiadosa dictadura. Casi veinte años antes, en Paraguay Adolfo Stroessner había iniciado una dictadura que dejaría al país sumido en la exclusión política y social incluso hasta fines del siglo XX. En Brasil, el gobierno de Joao Goulart es derrocado en 1964, no sólo para revocar los programas favorables a los pobres sino fundamentalmente para convertir a Brasil en un país totalmente abierto a la inversión extranjera. También en Argentina las bases para la refundación del modelo de acumulación capitalista fueron sentadas por una dictadura cívico-militar, entre 1976 y 1983: el complejo de leyes de protección laboral fue desmantelado, las federaciones sindicales fueron intervenidas, las huelgas fueron prohibidas, la baja en los salarios fue brutal, a lo que hay que sumar el plan sistemático de desaparición de personas y apropiación de niños/as.

Los sucesivos golpes militares desbastaron los colectivos sociales y laborales, y permitieron instalar la figura del individuo-empresa como clave de inteligibilidad de lo social. En el marco de la lógica neoliberal, el conflicto social es percibido como producto del accionar individual. En este sentido, dentro del ámbito laboral, las nuevas formas de organización del trabajo sumado al desarrollo tecnológico permitieron desplazar las responsabilidades empresariales a los trabajadores. De este modo, el derrotero de la compañía es visto como producto de los cálculos y las acciones individuales. Desde esta perspectiva, en el contexto de la actual crisis económica, las pérdidas empresariales son atribuidas a la baja productividad, la pérdida de competitividad y la incapacidad de la fuerza de trabajo de adaptarse a los sucesivos cambios del mercado.

Frente a la evidente, y cada vez menos disimulable, pérdida de soberanía del Estado nacional argentino en algunos aspectos claves -reflejada por un lado, en un feroz endeudamiento externo en dólares y por el otro, en la avalancha de productos importados que compiten y desplazan a los nacionales al ritmo escandaloso del cierre de pequeñas y medianas industrias y del aumento de las personas desempleadas- el fortalecimiento de las agencias del sistema penal deviene una estrategia imprescindible para mostrar autoridad frente a la debilidad que adquiere para decidir sobre cuestiones nodales de la vida del país y para “contener” la creciente protesta social, que se incrementa al ritmo de la desocupación y de la pauperización general de la vida. 

A nivel nacional, puede notarse un contundente cambio en la correlación de fuerzas. La alianza que tejen las autoridades gubernamentales con las “fuerzas de seguridad” es clara y contundente, no deja margen para dudas. En este marco de alianza férrea entre el gobierno nacional y ciertos gobiernos provinciales -por ejemplo, el de Santa Fe-, las agencias del sistema penal apuntan a fortalecer su accionar -armándolas hasta los dientes- dotándolas de poder, recursos, presupuesto e impunidad.
Hablar de violencia institucional nos remite a un universo heterogéneo de prácticas de violación de derechos por parte de diversos actores pertenecientes al ámbito penal (funcionarios de las fuerzas de seguridad, fuerzas armadas, servicios penitenciarios, operadores judiciales). Prácticas que implican acciones individuales y colectivas, organizadas y espontáneas, en espacios cerrados y abiertos, y que abarcan desde situaciones de detención por “averiguación de antecedentes” hasta manifestaciones extremas como la tortura física y psicológica, el asesinato (el llamado “gatillo fácil”) y la desaparición forzada. 

Por lo tanto, en la violencia institucional confluyen no sólo las violencias altamente lesivas y con elevado grado de espectacularidad, sino también violencias cotidianas, sistemáticas y fuertemente naturalizadas que, si bien pueden ser menos espectaculares, se encuentran estrechamente vinculadas con aquéllas sirviendo de base a la estructuración de relaciones sociales de poder con peculiares efectos subjetivos (Montero, 2011). 

Así, mientras generalmente se tiende a pensar que la transgresión normativa suscita la reacción penal, aquí nos posicionamos diciendo que es empírica y políticamente más rico problematizar los modos por los cuales las formas punitivas de gobierno de lo social (Campana, 2012; Giavedoni, 2012) inducen, orientan, favorecen, procesos de criminalización de algunos grupos sociales, particularmente de jóvenes varones de los sectores populares. Nos inscribimos en la línea trazada por Foucault, entre otros, quien advirtiera respecto a la selectividad del sistema penal, que no se dirige a perseguir todos los ilegalismos, sino a administrarlos de manera diferencial, persiguiendo algunos, tolerando e incentivando otros (2008:103). 
Estamos siendo testigos de un momento histórico signado por una formidable arremetida por re jerarquizar y fortalecer las instituciones del aparato represivo del Estado y por apañar, justificar e intensificar prácticas violatorias de los Derechos Humanos bajo el ala del mismo Estado que las ampara. 

Podemos plantear, por un lado -como sostiene Wacquant-, que el agravamiento de las políticas represivas se vinculada a la implementación de políticas neoliberales, ya que éstas estructuran respuestas en términos punitivos a la desestructuración social que ellas engendran (2004: 88). Por lo tanto, el punitivismo constituye la contrapartida necesaria del neoliberalismo al constituirse en el modo privilegiado de tratamiento de sus efectos sociales (como el abrupto aumento del desempleo, la imposición de trabajo asalariado precario y mal pago y, en general, la flexibilización de las condiciones laborales). 

Es su complemento indispensable, sin dudas. No obstante, creemos que el recurso a la violencia institucional en los marcos de la expansión de la razón neoliberal no se limita a ser un modo de lidiar con sus efectos sociales, sino que deviene en una forma privilegiada para producir los supuestos, los cimientos, las condiciones de posibilidad para su despliegue. 

Recordemos en este punto la advertencia que Foucault nos hiciera en Nacimiento de la Biopolítica (2007), acerca de que la fabricación de libertad requiere de la administración de peligros para disponer un cerco seguro donde ésta pueda ejercerse. Precisamente, entonces, el lugar que los peligros juegan en las sociedades contemporáneas está profundamente ligado a una forma de gobierno que concibe que los espacios de libertad han de ser constantemente producidos. La violencia institucional está llamada a instaurar, a identificar, a nominar y marcar en el cuerpo esos límites.

Como advirtiera audazmente Foucault, la divisa de las nuevas fuerzas será que los individuos se vean a perpetuidad en una situación de peligro, ya que precisamente en su arbitraje encuentran su fundamento. Así, Foucault (2007) ve emerger una cultura de los peligros donde el temor oficia como correlato psicológico y cultural interno de una forma de gobierno que pretende gobernar lo menos posible. 

Por lo tanto, no se trata simplemente de producir libertad sino también de administrarla y, en este sentido, puede afirmarse que no se busca erradicar los peligros sino regularlos, hacerlos jugar.  La constante producción de peligros, su administración y neutralización es una exigencia inherente a una forma de gobierno que pretende ejercerse de manera sutil y distante, ya que el temor oficia como elemento regulador de las posibilidades de acción. Induce, entonces, los modos de su autogobierno, regulando maneras de vivir precarizadas y violentadas. 

A la par del recrudecimiento represivo que vemos materializado en el incremento de la violencia institucional, se nos impone reflexionar acerca del aumento en las tasas de femicidios registradas a nivel local y regional. Lejos de constituir un hecho aislado, creemos que la violencia de género en su forma extrema de femicidio, es eminentemente política y acompaña el proyecto del capital en su razón neoliberal. 

En esta línea, diremos desde un principio que sólo es posible pensar el femicidio desde una perspectiva de género. En este sentido, no debemos olvidar que la categoría de femicidio emerge del bagaje teórico y militante feminista, en un contexto donde la violencia femicida se produce por la organización social genérica, patriarcal y jerárquica (Russell y Radforf, 1992). Esta supremacía del género masculino sobre el femenino florece bajo la hegemonía de una cultura patriarcal que legitima el despotismo, el autoritarismo, el trato cruel y sexista. Y se alimenta, a su vez, del clasismo, el racismo, la xenofobia y otras formas de discriminación (Lagarde, 2008).

El femicidio constituye un disciplinamiento o corrección del hombre a la mujer, recordando los límites que el patriarcado no está dispuesto a ceder. La metáfora del cuerpo de la mujer como territorio habilita una conquista, una desposesión de distintos amos que se disputan su control (Incháustegui y Romero, 2014). La visión feminista nos permite comprender el cuerpo de la mujer como sitio privilegiado de la dominación masculina. Cuando esta última se ve amenazada, el uso y abuso del cuerpo del otrx, la violación o, inclusive, la muerte, buscan aniquilar la voluntad de la víctima. De esta manera, la ella pierde control sobre su espacio-cuerpo. Por esto, puede decirse que la violación es el acto alegórico por excelencia de la definición schmittiana de la soberanía (Segato, 2013).

Este dominio, con su universo de significación, ejercido por el femicida pareciera entrar en el terreno que Schmitt denomina de la excepción. En este sentido, es la expresión directa del orden político patriarcal y se encuentra en íntima conexión a las prácticas propias de las fuerzas de seguridad. En este sentido, no es sorpresivo que las prácticas represivas recurran a formas de abuso y reproduzcan matrices de dominación sexistas, cuando no aparecen directamente involucradas en el asesinato femicida. 

Empresearializar la educación pública

No podemos olvidar aquel domingo 9 de abril, cuando se intentó instalar la Escuela Itinerante en la Plaza de los Dos Congresos. La fuerza no se hizo esperar, los y las compañeras fueron brutalmente reprimidos por la policía de Rodríguez Laterra y, también de Macri. La instalación de la Escuela Itinerante rememoraba la Carpa Blanca docente en los '90, los palos, las botas y la represión también rememoraban, por lo menos, los '90. La escala represiva venía en aumento y sigue haciéndolo, por ello no se trató de un hecho fortuito ni azaroso. Claro que tampoco fue resultado de una Institución muy acostumbrada al uso de la brutalidad, y menos que menos resultado de una mente siniestra. Es necesario recomponer el conductor que atraviesa todas las represiones con las medidas económicas y la transformación estructural que el gobierno de Cambiemos pretende llevar adelante. 

Por tal motivo, no es posible dejar de vincular esa represión con otros hechos que, en otro registro, resultaban también claramente violentos: la desocupación, el cierre de fábricas, la desmesurada pendiente de endeudamiento que tomó el gobierno nacional desde que asumió en diciembre de 2015, la persecución y el hostigamiento a militantes sindicales, el ingreso de la policía a comedores escolares, a escuelas y luego -lo que desafortunadamente se convirtió en una práctica regular por parte de las fuerzas de seguridad- el ingreso a Universidades. Tal es el caso de la Universidad Nacional de Jujuy, la Universidad Nacional de San Juan y la Universidad Nacional de Mar del Plata, violando todas las disposiciones sobre la autonomía universitaria. En esta espiral de violencia, el encarcelamiento de militantes y, desde luego, el más llamativo de Milagro Sala, se constituye en el paradigma del orden que se pretende instalar en el país.
¿Qué relación tiene todo esto entre sí y con la problemática de la educación? En primer lugar, esta matriz neoliberal no puede llevarse exitosamente a cabo si no es con altísimas dosis de violencia. No hay manera de despojar a un pueblo de los derechos conquistados a través de décadas y de múltiples formas de luchas si no con un uso desmesurado de la violencia. En segundo lugar, la relación con la educación se evidencia a partir del gesto por parte del gobierno de la ciudad de Buenos Aires de desalojar a docentes en la Plaza de los Dos Congresos. Pero si tenemos que evidenciar una relación medular entre violencia y educación, el experimento Chile nos provee de ello: violencia, neoliberalismo y educación.  El ingreso explosivo del neoliberalismo a la región provocando una transformación brutal del sistema educativo chileno a través de uno de los golpes de Estado más sangrientos de la región. Chile no sólo importó a los Chicago Boys de EEUU, también importó el modelo educativo de EEUU, un sistema educativo mercantilizado, que subsidia la demanda. Caracteriza este modelo que la educación no es un derecho que debe ser garantizado sino una mercancía que, en la medida que existan demandantes, lo que se debe hacer es subsidiar esa demanda, por lo tanto, lejos estamos de la lógica de los derechos. 

La educación pública debe perder los privilegios de los que goza frente a la educación privada, se trata de un problema de privilegios. Hay que inscribir la educación pública en el escenario de juego que ofrecen las reglas del mercado y, definitivamente, darle la forma-mercancía, lo que obligará a que se desenvuelva en función de las exigencias mismas del mercado. Será éste, y no la política, quien determinará su dinámica y, desde luego, sus contenidos.
En el marco de la lucha docente, se viraliza un video de un tal Germán Fermo, economista y director de la Maestría en Finanzas de la Universidad Torcuato Di Tella, entre otros pergaminos que presenta. Fermo dice: “Comienzo este artículo con una pregunta sencilla: Si no te gusta lo que ganás: ¿por qué en lugar de parar, no te conseguís un trabajo que te pague más? Si dicho trabajo no existe, implica entonces que ese salario que no te gusta es de equilibrio y acorde a tu productividad”. En estas breves palabras está contenido el principio de la competencia que es al mismo tiempo, según el neoliberalismo, motor del funcionamiento social y fuente de información. Precisamente, la sugerencia de buscar otro trabajo es porque el mercado está indicando a través del salario lo que la economía está dispuesta a absorber de aquello que uno produce. El mercado, a través de la competencia se regula, y el sistema de precios nos provee de la información sobre cómo está funcionando. La información es siempre presente, pero en nada sirve para una acción futura de conjunto, sí para una acción individual a seguir. Si tu salario no te gusta, no tenés que hacer paro, ya que el salario no es un indicio político sino una información sobre la cantidad de trabajo social que requiere o abunda en determinado sector de la economía. Así, la competencia es el orden social impersonal, pero nada dice en clave de justicia/injusticia, sólo informa de la cantidad y la clase de bienes que la sociedad está requiriendo.
¿Cuál es el problema de trasladar esta lógica al sistema de educación pública? Que los salarios docentes no se encuentran retrasados porque sobreabunda la oferta, porque la sociedad no está requiriendo tanto docente, sino que están estancados por una lógica política explícita. La mercantilización de la educación refiere a hacerla paga e inscribirla en la lógica de la competencia. El mercado indicará con el salario qué educación y cuánta se necesita, una forma de despedirse del pensamiento crítico y transformador. 

De esta manera, mercantilizar es aceptar este principio por el cual nuestro salario constituye el termómetro de la demanda social de nuestro trabajo. Si no nos gusta nuestro salario eso es debido a que la sociedad nos está diciendo que nuestro trabajo no está mayormente demandado, nuestro salario bajo no sería resultado de la puja política sino de nosotros mismos, que no somos capaces de aumentar la productividad, ni mejorar el trabajo que realizamos, ni, eventualmente, cambiar de trabajo. De esta forma, mercantilizar es inscribir la educación en las reglas y exigencias del mercado y, como correlato, asignar las responsabilidades de la misma, de su carencia, de su baja remuneración, a los propios sujetos activos de esa educación, es decir, al conjunto de docentes del sistema educativo. 

La mercantilización no implica sólo el juego del intercambio de equivalentes en el mercado, sino que implica incorporar la lógica de la competencia: sujetos que se encuentran compitiendo en todo momento entre sí. Si la mercantilización apunta a la forma, la competencia apunta al contenido que debe adoptar la educación. Este cambio de contenidos se encuentra en dirección a dejar de formar ciudadanos, dejar de formar pensamiento crítico y comenzar a formar consumidores o, como la jerga actual los suele denominar, emprendedores. Formar en la perspectiva de las competencias y las capacidades, no debemos enseñar a pensar sino a hacer, hacer cosas, tener herramientas para que se puedan desenvolver en el mercado laboral. 

Finalmente, transformar las instituciones educativas en instituciones flexibles, ir perdiendo ese atributo macizo, de solidez. El mercado laboral está necesitando fuerza laboral flexible, es decir, capaz de poder adaptarse lo más dúctilmente posible a las exigencias del mercado. El punto fundamental de esta transformación fue expresado de manera transparente por el entonces ministro de educación de la nación, Esteban Bullrich: “El problema es que nosotros tenemos que educar a los niños y niñas del sistema educativo argentino para que hagan dos cosas. O sean los que crean esos empleos, que le aportan al mundo esos empleos, que generan empleos, que crean empleos. O crear argentinos y argentinas que sean capaces de vivir en la incertidumbre y disfrutarla, entender que el no saber lo que viene es un valor”. 

En un artículo del Banco Mundial del 30 de septiembre de 2015 titulado “Emprender está de moda en América Latina”, en una sección llamada “Abrazar los fracasos” se dice: “Tanto jóvenes como expertos coinciden que el camino hacia el emprendedurismo está lleno de obstáculos y el principal está atado a una gran barrera cultural que experimentamos en Latinoamérica: la aversión al riesgo. Tenemos que superar el estigma que tiene el fracaso. Que no sea visto como el final sino como un paso más dentro de una trayectoria de aprendizaje”. La cultura del emprendedurismo viene atada a la innovación y, por lo tanto, a la incertidumbre, al riesgo y, desde luego, al fracaso. Se construye una subjetividad del riesgo, que va unida al fracaso en el marco de un sujeto frenético. Pero lo que el Banco Mundial lo enuncia al estilo de manual de autoayuda, el teórico del neoliberalismo Hayek lo hace como mecanismo de autorregulación del propio mercado: “...es de crucial importancia para la comprensión del funcionamiento del mercado el hecho de que un alto grado de coincidencias de expectativas tenga por causa la desilusión sistemática de algún tipo de expectativa” (Hayek, 2007). La frustración no es sólo un resultado producto de la apuesta de quienes innovan y emprenden, es el mecanismo subjetivo que expresa la corrección del propio mercado. En estas palabras de encuentra la naturaleza de la educación que el neoliberalismo pretende. 
Las capas arqueológicas del movimiento sindical docente están compuestas de luchas y de resistencias. Los procesos de neoliberalización apuntan a destruir para luego privatizar y conquistar de sentido el sistema educativo público porque comprenden la importancia estratégica que este presenta, fundamentalmente, en la constitución de subjetividades y porque, por supuesto, representa un formidable negocio que, a los capitales inquietos e impacientes, les urge deglutir con la voracidad a la que nos tienen acostumbradxs.
Reflexiones finales
La implacable capacidad del arte de gobierno neoliberal de deglutir desaforadamente las múltiples resistencias, ha sido el impulso y la razón fundamental que dio origen a este escrito. Conforme se diagrama la correlación de fuerzas que gobierna conductas, se establecen ganadores y perdedores, se somete a algunos/as en virtud de la “victoria” de otros/as, nos posicionamos en las micro batallas para dar una disputa inclaudicable por el sentido. 

Pensar y protagonizar nuestro tiempo, nuestro presente, el modo en que habitamos y resistimos los abanicos más diversos donde se emplazan las prácticas de dominación, ha sido el objetivo del trabajo que se plasma en las páginas que siguen. Construir colectivamente, juntarnos, darnos tiempo, escucharnos y sentirnos compañeros/as de un mismo horizonte de construcción de sentido contra-hegemónico, es uno de los gestos más provocativos a la hora de hacer frente a las subjetividades que pretende constituir el neoliberalismo. La competencia, eje primordial en la constitución de sujetos, opera individualizando la lógica de la existencia, del trabajo, de la vida, estableciendo en los/as otros/as meros/as enemigos/as u obstáculos a superar, a esquivar, a eliminar. 

Concentrarnos en los modos en los cuales podemos tramar resistencias parece ser un imperativo categórico de nuestras existencias. La lucha capital-trabajo, lejos de estar de modé, adquiere una vitalidad protagónica. A través de este prisma, es necesario comprender los femicidios cotidianos, el racismo legitimador de decisiones políticas, la violencia institucional, los cientos de miles de desempleados/as y la persecución sindical, la transferencia fenomenal de ingresos hacia los capitales concentrados, la obscenidad de los negocios privados a costa de los recursos del Estado nacional, la manera en que se empresarializa la vida entera y se estimula la meritocracia. 

A su vez, el modo en que hemos aceptado la autoexplotación o en que consumimos la reivindicación de los estudios del cerebro vía las neurociencias en programas de televisión matinales, las formas en que se medicalizan las infancias y las vejeces, la manera en que se intenta vaciar de presupuesto y desfinanciar el sistema de educación pública, entre otras arremetidas incesantes a la que asistimos en nuestro país en estos tiempos. 

Por esas y muchas más razones, necesitamos como el agua desentrañarle al poder su cómo, visibilizar sus estrategias, dilucidar -y no porque las oculten, sino porque están más a la vista que nunca- el modo en que se metamorfosea para dominar. Tenemos un firme propósito colectivo: comprender la lógica de la racionalidad neoliberal que estructura nuestras vidas como preludio insoslayable para resistirla.
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